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La transparencia es un principio que implica que todas las acciones estatales puedan verse 
como a través de una ventana limpia. Sin embargo, ¿debe maximizarse este principio a 
toda costa, sin importar otros principios? ¿O es que la excesiva transparencia puede 
afectar otros bienes jurídicos que debieran ser protegidos? Es por eso que existen ciertas 
excepciones al derecho de acceso a la información pública, que es la concretización de la 
faceta pasiva del principio de transparencia. Uno de estos es el privilegio deliberativo, 
que se fundamenta en lograr un equilibrio entre el principio de transparencia y el principio 
de eficacia de la Administración Pública. Este se vincula a la toma de decisiones en 
materia de política pública. Así, el objetivo del presente trabajo académico es analizar en 
qué medida el privilegio deliberativo se puede aplicar en la definición del problema 
público. Ello se logrará teniendo en cuenta una buena práctica contenida en la Ley Modelo 
de Acceso a la Información Pública de la Organización de Estados Americanos. La 
principal conclusión es que será información de acceso público aquella que sea neutral, 
la cual podrá ser entregada aunque la decisión no se haya tomado. La información neutral 
es aquella que no da cuenta de algún curso de acción que piense ejecutar la administración 
pública, para que no se genere una oposición prematura a la medida, ni se inhiba a los 
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Si el Estado y todos los que laboran en él son pasibles de ser observados, ello contribuiría 
a que mejoren su actuación (Buijze 2013: 6). Bajo este razonamiento, la transparencia ha 
entrado en auge en varios ordenamientos jurídicos, ya que puede generar incentivos para 
un mejor desenvolvimiento de los poderes públicos. En el presente artículo se pretenderá 
responder la siguiente pregunta de investigación: en qué medida puede aplicarse el 
privilegio deliberativo, una excepción del acceso a la información pública, en la 
definición del problema público, la primera fase del proceso de formulación de políticas 
públicas. En el apartado 2, 3 y 4 explicaré qué es el privilegio deliberativo y cuál es su 
fundamentación, partiendo de que es una excepción al derecho de acceso a la información 
pública. En el apartado 5, trabajaré el concepto de política pública y, en especial, la fase 
de la definición del problema público. Finalmente, en el apartado 6, responderé la 
pregunta de en qué medida se puede aplicar el privilegio deliberativo en la definición del 
problema público. 
2. El derecho de acceso a la información pública como la concretización del principio 
de transparencia 
Sobre el origen del término, “transparencia”, Mock, indica que es en realidad un término 
figurativo que implica que el proceso de formulación de los marcos regulatorios, los 
efectos de la regulación y la ley pueden ser vistos claramente, como a través de una 
ventana limpia (Mock 2000: 295). Se contrapone así a acciones oscuras o turbias que, 
podrían ser negligentes o corruptas, y que por ende, se pretenden ocultar. Así, Wetlaufer 
sostiene que hay una asociación entre una mala actuación y el secreto. No todo secreto 
implica una mala actuación, pero sí toda mala actuación buscará el secreto (Wetlaufer 
1990: 886). 
De acuerdo a Heald, la transparencia va de la mano con otras características de la 
información, como simplicidad y comprensibilidad (citado en Castro 2019: 197). En ese 
sentido, según Addink, esta apertura es dirigida hacia los ciudadanos (citado por Novoa 
2016: 131). De ahí que la información brindada por las entidades públicas deba ser simple 
y entendible por ellos. Así, puede definirse a la transparencia como “la disponibilidad y 
aumento del flujo de información oportuna, clara, relevante, de alta calidad y confiable, 
relacionada con las actividades de la organización gubernamental” (Mariñez 2013: 313).  
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Según lo menciona Addink, la transparencia posee una dimensión pasiva y una activa: la 
pasiva significa que cualquier persona puede solicitar información al Estado, la activa 
implica la obligación de publicar información por propia iniciativa del Estado (citado por 
Castro 2019: 200). Así, el derecho de acceso a la información pública es la concretización 
de la dimensión pasiva del principio de la transparencia.  
Este derecho está recogido  en la Constitución Política del Perú, en el artículo 2, inciso 5, 
en el que se establece que: “Toda persona tiene derecho a solicitar sin expresión de causa 
la información que requiera y a recibirla de cualquier entidad pública, en el plazo legal, 
con el costo que suponga el pedido. Se exceptúan las informaciones que afectan la 
intimidad personal y las que expresamente se excluyan por ley o por razones de seguridad 
nacional”. Entonces, no habrá entidad pública que esté exceptuada de entregar la 
información requerida, salvo por las excepciones, que también tienen requisitos 
específicos, los cuáles desarrollaremos más adelante. Asimismo, cualquier exigencia de 
motivación es inconstitucional (Tribunal Constitucional 2000).  
Asimismo, no basta que solo se entregue la información, dado que también se vulnera 
este derecho “cuando la información que se proporciona es fragmentaria, desactualizada, 
incompleta, imprecisa, falsa, no oportuna o errada” (Tribunal Constitucional 2004). En 
ese sentido, no se garantiza el derecho con la sola puesta a disposición de la información, 
sino que dicha información debe ser de calidad, y, ello implica que sea información 
completa, actualizada, precisa y oportuna, tal como también lo establece el principio de 
transparencia. No serviría de mucho tener la información, pero que esta no sea de calidad. 
Al contrario, se mal informaría a la ciudadanía. En adición a ello, cabe mencionar que el 
solo hecho de la posesión de la información por una entidad pública y su uso para la 
adopción de decisiones administrativas, hace que la información sea considerada como 
información pública (Tribunal Constitucional 2004). 
La transparencia, según Buijze, permite el desarrollo de la democracia, pues el 
conocimiento es como un combustible para el debate público y la formación de la 
voluntad de la ciudadanía. Asimismo, es una de las condiciones para la participación 
(Buijze 2013: 5). Por lo tanto, el derecho de acceso a la información pública, al ser una 




De esta forma, a través de las solicitudes de acceso a la información pública a cualquier 
entidad pública, de manera inmotivada, se concretiza el principio de transparencia, 
cuando la entidad entrega la información solicitada de forma completa, actualizada, 
precisa y oportuna, en tanto dicha información pública no esté dentro de alguna excepción 
legítima. De esta manera, se fortalece la democracia. 
3. Las excepciones del acceso a la información pública: jurisprudencia internacional 
y legislación peruana.  
La jurisprudencia internacional ha previsto algunos requisitos para las restricciones al 
derecho de acceso a la información pública: 
1. Las restricciones al derecho de acceso a la información pública deben ser anteriormente 
estipuladas por ley, para evitar su arbitrariedad.  
2. Deben tener por finalidad preservar alguno de los fines estipulados en la Convención 
Americana de Derechos Humanos.  
3. La restricción debe ser necesaria en una sociedad democrática.  
4. La restricción debe lesionar en la menor medida posible el derecho de acceso a la 
información pública.  
Si no se preservan estos límites a la imposición de las restricciones al derecho de acceso 
a la información pública, se permitiría la arbitrariedad y el Estado podría calificar de 
secreta, reservada o confidencial cualquier información. Ello genera inseguridad jurídica 
respecto del ejercicio del derecho en cuestión (Corte Interamericana de Derechos 
Humanos 2006). Asimismo, se afectaría, en parte, el desarrollo de la democracia, ya que 
este derecho contribuye al gobierno del pueblo.  
A nivel legislativo, en nuestro país, las excepciones han sido desarrolladas en la Ley 
27806, Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública. Las excepciones a la 
información pública son la información secreta, reservada y confidencial. Estas 
restricciones al derecho en mención deben ser interpretadas de forma restrictiva, de 
acuerdo al artículo 18 del Texto Único Ordenado de la Ley de Transparencia y Acceso a 
la Información1, en adelante, TUO de la LTAIP. Esto significa que toda información se 
presume pública, y que para desvirtuar esta presunción será necesaria una motivación 
                                                          
1 Aprobado mediante Decreto Supremo 021-2019-JUS. 
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cualificada, que exponga las razones por las cuales, en el caso concreto, se afecta un bien 
jurídico al entregarse la información requerida (Tribunal Constitucional 2013). 
En ese mismo sentido, la jurisprudencia internacional, ha sostenido que el Estado tiene la 
carga de la prueba para demostrar que la limitación al derecho de acceso a la información 
pública está de acuerdo con las normas interamericanas de libertad de expresión. En ese 
sentido, “la restricción no sólo debe relacionarse con uno de [los] objetivos [legítimos 
que la justifican], sino que también debe demostrarse que la divulgación constituye una 
amenaza de causar substancial perjuicio a ese objetivo y que el perjuicio al objetivo debe 
ser mayor que el interés público en disponer de la información (prueba de 
proporcionalidad)” (Corte Interamericana de Derechos Humanos 2006). Así, se verifica 
una triple motivación, no solo con respecto al objetivo legítimo que se pretende proteger, 
sino también de cómo la divulgación de información afecta este objetivo, y de que el 
perjuicio sería mayor al entregar la información, que al denegarla. Justificando todo ello 
se tendría una motivación cualificada, que legitimaría la restricción del acceso a la 
información pública. 
En ese mismo sentido, se ha pronunciado la Autoridad Nacional de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública, indicando los siguientes parámetros para denegatoria 
de acceso a la información pública: 
1. En primer lugar, debe estar contenida en una de las excepciones contempladas en el 
TUO de la LTAIP, que son información secreta, reservada o confidencial. Esto se 
relaciona con el criterio establecido por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
ya que es necesaria una tipificación previa de la información restringida para que las 
excepciones no sean arbitrarias.  
2. En segundo lugar, se debe expresar por escrito las razones por las que la entrega de 
determinada información vulnera algún bien jurídico constitucional o un derecho 
fundamental. En ese sentido, no basta con que solo se alegue que determinada 
información ha sido protegida por una norma, o que se subsume dentro de alguna de las 
excepciones, sino que también es necesaria una motivación cualificada, que dé cuenta de 
cómo se afecta este bien jurídico al divulgar la información en el caso en concreto.  
3. La entidad debe probar que el daño es mayor al entregar la información, que al no 
entregarla, lo que se conoce como prueba de daño (Autoridad Nacional de Transparencia 
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y Acceso a la Información Pública 2018). Esto se relaciona con el juicio de 
proporcionalidad mencionado por la Corte Interamericana de Derechos Humanos. 
En conclusión, la carga de la prueba corresponde al Estado, el que debe desvirtuar la 
presunción de publicidad de la información pública que pretende denegar. En su 
argumentación, no puede solo citar una norma, sino indicar qué bien jurídico se busca 
salvaguardar, así como el daño que se ocasionaría al entregar la información, el cual debe 
ser mayor al que se produce al denegarla. 
4. Privilegio deliberativo: una excepción al derecho de acceso a la información 
pública. 
4.1. Elementos y fundamentación 
Diversos ordenamientos jurídicos contienen el privilegio deliberativo. Por ejemplo, en el 
Perú, se considera información confidencial y se halla en el artículo 17, inciso 1 del TUO 
de la LTAIP, en los siguientes términos:  
El derecho de acceso a la información pública no podrá ser ejercido respecto de lo 
siguiente: La información que contenga consejos, recomendaciones u opiniones 
producidas como parte del proceso deliberativo y consultivo previo a la toma de una 
decisión de gobierno, salvo que dicha información sea pública. Una vez tomada la 
decisión, esta excepción cesa si la entidad de la Administración Pública opta por 
hacer referencia en forma expresa a esos consejos, recomendaciones u opiniones. 
También se encuentra en el ordenamiento jurídico chileno, en el artículo 21, inciso b de 
la Ley 20285, sobre el Acceso a la Información Pública, en los siguientes términos: “Las 
únicas causales de secreto o reserva en cuya virtud se podrá denegar total o parcialmente 
el acceso a la información, son las siguientes: Tratándose de antecedentes o 
deliberaciones previas a la adopción de una resolución, medida o política, sin perjuicio 
que los fundamentos de aquéllas sean públicas una vez que sean adoptadas”. 
En adición a ello, podemos mencionar el ordenamiento de México, en cuya Ley Federal 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública”, artículo 110, inciso VIII, menciona 
que “como información reservada podrá clasificarse aquella cuya publicación: Contenga 
las opiniones, recomendaciones o puntos de vista que formen parte del proceso 
deliberativo de los Servidores Públicos, hasta en tanto no sea adoptada la decisión 
definitiva, la cual deberá estar documentada”. 
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Asimismo, podemos mencionar la Ley Modelo Interamericana  de Acceso a la 
Información Pública 2.0 (segunda versión) que fue elaborada para elevar los estándares 
de los países miembros de la Organización de los Estados Americanos en materia del 
derecho de acceso a la información pública. En este texto se menciona, en el artículo 33°, 
que: “Se considera Información reservada aquella que: d). contenga opiniones o 
recomendaciones que formen parte del proceso deliberativo de los servidores públicos, 
en tanto no sea adoptada la decisión definitiva”. 
Finalmente, en el ordenamiento jurídico de Estados Unidos, también figura en la Ley de 
Libertad de Información o Freedom of Information Act (FOIA), en el inciso b, numeral 
5, estableciendo que el derecho de acceso a la información “does not apply to matters that 
are: inter-agency or intra-agency memorandums or letters that would not be available by 
law to a party other than an agency in litigation with the agency, provided that the 
deliberative process privilege shall not apply to records created 25 years or more before 
the date on which the records were requested”2. Se explica que esta excepción implica las 
comunicaciones privilegiadas dentro de una agencia o entre agencias. Sin embargo, no se 
aplica a documentos que han sido creados 25 años antes de su solicitud, es decir, si 
pasaron 25 años desde la solicitud de la información, la excepción ya no se aplica para 
esta. De igual forma, se aplica al secreto del producto del trabajo de un abogado, así como 
el secreto abogado-cliente (United States Department of Justice). Asimismo, hay 
información que por otras normas, ante conflictos judiciales entre agencias, sí se puede 
entregar. En estos casos, no se aplica el privilegio deliberativo. 
En todos estos ordenamientos jurídicos, podemos encontrar que el privilegio deliberativo, 
consta de los siguientes elementos: i) un proceso deliberativo en relación a una decisión 
que se espera tomar, ii) consejos, recomendaciones, opiniones, puntos de vista que forman 
parte de ese proceso deliberativo, los cuáles están exceptuados del acceso al público. Con 
respecto a la duración de esta excepción difiere en los distintos ordenamientos. En Perú, 
Chile y México, cuando la decisión es tomada, cesa la excepción; sin embargo, en Estados 
Unidos, duraría 25 años de realizada la solicitud. 
                                                          
2 Traducción libre: No se aplica para materias que son memorandos o cartas entre agencias o dentro de la 
agencia que no estarían disponibles por ley para una agencia en litigio con otra agencia, siempre que el 
privilegio del proceso deliberativo no se aplique a los registros creados 25 años o más antes de la fecha en 
que se solicitaron los registros. 
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Sobre la decisión que se espera tomar, nuestro ordenamiento menciona “decisiones de 
gobierno”. En el ordenamiento de Chile, se menciona “resolución, medida o política”. En 
el ordenamiento mexicano y en la Ley Modelo 2.0, se menciona “decisión definitiva”. En 
el ordenamiento estadounidense, aunque no se menciona expresamente que estos 
“memorándums o cartas” son para la toma de alguna decisión, en jurisprudencia se 
reconoce que estos documentos pueden ser recomendaciones para la formulación de 
políticas públicas o proyectos regulatorios (Department of Justice 2004), en ese sentido, 
también están referidas a decisiones que adopta la administración pública. Estas 
“decisiones de gobierno” no podrían entenderse como “actos de gobierno”, ya que de 
acuerdo a esa teoría, estos actos no serían revisables en sede judicial. Además, de acuerdo 
a nuestra jurisprudencia, “está siendo dejado de lado, en la medida en que ninguna 
actuación del poder público está exenta del control constitucional” (Tribunal 
Constitucional 2020, 2016a, 2016b, 2015). Otro criterio de interpretación, es una 
sentencia del Tribunal Constitucional en la que un ex servidor público solicitaba a la 
Contraloría General de la república, parte de su expediente de un procedimiento 
disciplinario que culminó con su despido. El Tribunal Constitucional establece que “los 
documentos solicitados… están relacionados a la investigación sobre irregularidades 
atribuidas al demandante. Estos documentos no constituyen decisiones de gobierno, se 
trata por el contrario de investigaciones orientadas a la determinación de infracciones e 
ilícitos imputados al recurrente” (Tribunal Constitucional 2007). De ello se interpreta que 
las “decisiones de gobierno” no se pueden referir a decisiones vinculadas a actos 
administrativos. Asimismo, de acuerdo a los demás textos de Chile, México, la Ley 
Modelo y Estados Unidos, se interpretaría “decisión de gobierno” como una decisión de 
política pública, no vinculada a actos administrativos. 
Acerca del segundo elemento, que son consejos, recomendaciones, opiniones y puntos de 
vista que forman parte del proceso deliberativo para la toma de una decisión de política 
pública, cabe mencionar una buena práctica. La Ley Modelo Interamericana de Acceso a 
la Información Pública (primera versión), recomienda que no se considere dentro del 
privilegio deliberativo a la información que contenga hechos, análisis de hechos, 
información técnica y estadística, información que denominaremos neutral. La 
información que sí está dentro del privilegio deliberativo son consejos, recomendaciones, 
opiniones y puntos de vista. Todos estos tipos de información implican juicios de valor y 
probablemente, indican algún curso de acción para solucionar el problema público. Sin 
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embargo, la información neutral no contiene juicios de valor, son datos de la realidad para 
la definición del problema público, y no presentan ningún curso de acción. 
El fundamento del privilegio deliberativo es “proteger la calidad de las decisiones 
gubernamentales, permitiendo que los funcionarios puedan hacer un libre intercambio de 
ideas y comentarios y plasmarlos en documentos preliminares, y que puedan explorar en 
debates internos las distintas alternativas de actuación sin miedo al escrutinio público” 
(Indacochea 2012). En ese mismo sentido, “los funcionarios públicos requieren generar 
un espacio para la libre discusión en el seno de la administración pública y alcanzar una 
solución política a los problemas públicos. Ello requiere hacerse, al menos en tanto se 
adopta una decisión, sin los reflectores de la ciudadanía, la que puede perturbar con su 
crítica y opinión prematura el debate franco, abierto y disonante entre agentes públicos” 
(Luna 2019: 373). Así, “el privilegio deliberativo limita legítimamente el acceso a la 
información pública que se encuentra en poder de los órganos de la administración del 
Estado, en cuanto deriva precisamente del deber del Estado de actuar con eficacia” 
(Muñoz 2014: 82). Con lo cual el bien jurídico protegido es la eficacia. Este bien jurídico 
o principio está vinculado al logro de objetivos establecidos por la institución… con la 
calidad de los servicios, el funcionamiento y organización de la administración, y las 
necesidades que conlleva la adecuada implementación de las políticas públicas” (Castro 
2014: 255). 
De acuerdo a los requisitos de denegatoria anteriormente mencionados, para denegar 
alguna información, por estar dentro del ámbito del privilegio deliberativo,  sería 
necesario que se mencione si se trata de información secreta, reservada o confidencial, 
explicar cómo se está vulnerando algún bien jurídico y probar que el daño es mayor al 
entregar la información que al no entregarla, y por eso, no se entrega. Entonces, en primer 
lugar, se trata de información confidencial, legalmente establecida en el artículo 17, inciso 
1 del TUO de la LTAIP. Asimismo, se tendría que argumentar cómo se afecta la eficacia 
de los objetivos propuestos por la entidad pública que va a denegar el acceso a la 
información, la calidad de los servicios públicos, la fase de implementación de la política 
pública en el caso en concreto. Y finalmente, probar que el daño que se produciría al 
entregar la información sería mayor que al denegarla. Debe tenerse en cuenta que la 
afectación sería solo temporal, porque una vez tomada la decisión, la información sería 
de acceso público. 
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En conclusión, el privilegio deliberativo implica que los juicios de valor que forman parte 
del proceso deliberativo para tomar una decisión de política pública están exceptuados 
del acceso a la información pública. El fundamento es permitir debates francos y abiertos 
entre los funcionarios, para que puedan hallar una solución eficaz al problema público. 
Ante tal denegatoria, se deberá explicar cómo se afectaría la eficacia de la administración 
pública y probar el mayor daño al entregar la información. Finalmente, cabe mencionar 
que, de acuerdo a una buena práctica contenida en la Ley Modelo Interamericana, la 
información neutral sí es de acceso público. 
4.2. Desarrollo histórico 
Para analizar el origen histórico del privilegio deliberativo, debemos mencionar la 
primera ley de acceso a la información pública, que se dio en 1766, en Suecia, la cual 
después fue actualizada en 1949 (Weibull 2019). Esta ley tiene excepciones referidas a la 
seguridad, relaciones internacionales, política fiscal, monetaria o cambiaria central del 
Estado, las actividades de supervisión de las autoridades públicas, prevención o 
prosecución del crimen, intereses económicos de las entidades públicas, protección de las 
circunstancias personales o económicas de los individuos, o preservación de especies 
animales y vegetales. Así, no se menciona el privilegio deliberativo como una excepción. 
Sin embargo, se menciona el derecho a acceder a documentos oficiales. Estos son aquellos 
que las autoridades: i) han elaborado; ii) han recibido; y, iii) han tomado en cuenta para 
tomar una decisión, cuando la decisión ya se tomó. No se consideran los proyectos de 
decisiones. Se considera que un documento está elaborado, cuando la autoridad ya ha 
resuelto el tema sobre el cual versa el documento o ya ha sido verificado y aprobado por 
esta. Asimismo, se considera que un documento es recibido, y por tanto es oficial, cuando 
se envió de otra entidad, no cuando se envía de una oficina a otra dentro de la misma 
entidad. Así, los documentos que transitan dentro de una entidad no estarían dentro del 
derecho de acceso a documentos oficiales, sino hasta que la decisión haya sido tomada. 
Finalmente, se consideran también documentos oficiales todos aquellos relacionados a 
una decisión que se debe emitir de acuerdo a normas legales, cuando la decisión se haya 
tomado.  
Entonces, el privilegio deliberativo, como una excepción al acceso a la información 
pública, al no provenir de la Ley de Acceso a la Información más antigua, surge en la 
FOIA, que fue la segunda ley de acceso a la información en el mundo. Wetlaufer 
considera que, más que una doctrina legal, fue un artefacto cultural (Wetlaufer 1990: 
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856). En realidad, el privilegio deliberativo se fue conociendo desde 1958, 9 años antes 
de la promulgación de la FOIA. El fundamento del privilegio deliberativo apareció en un 
caso que llevaba una Corte Federal, Chemical Corp vs. United States. La empresa estaba 
solicitando unos documentos al Estado, para poder calcular los daños producidos por un 
incumplimiento contractual por parte del Estado. Se entregaron casi todos los 
documentos, sin embargo, uno no se entregó porque se argumentó que la entrega de este 
documento podría desanimar el consejo completo y sincero entre funcionarios, lo que en 
última instancia impediría una administración efectiva (Casetext 2020). El argumento no 
provino ni de la Corte ni de los abogados, sino de un general de las Fuerzas Armadas que 
se convirtió en Presidente, Dwight Einsenhower. Esta argumentación provino de los 
principios del liderazgo organizacional y de la cultura militar en la cual Eisenhower fue 
formado. Una vez que el privilegio deliberativo se aceptó en este caso, se difundió en 
otros casos (Wetlaufer 1990: 867).  
Posteriormente, en 1967, se dio la FOIA, en cuya 5° excepción se menciona el privilegio 
deliberativo. Algunos argumentan que su sola mención aprueba esta excepción. Sin 
embargo, ello no es del todo cierto, porque no se dieron pruebas empíricas de que la 
entrega de esta información frenaba el consejo completo y sincero entre los funcionarios. 
Era más una creencia de sentido común (Wetlaufer 1990: 879). Entonces, si bien la 
promulgación de FOIA fue un avance para la transparencia, esta excepción en particular, 
puede evidenciar que aún permanece en parte la cultura del secreto. Finalmente, para 
Wetlaufer, la divulgación de la información protegida por el privilegio deliberativo, por 
el contrario, puede fortalecer la eficacia de la administración pública (Wetlaufer 1990: 
905). Así, el privilegio deliberativo, no contribuye a la eficacia al supuestamente permitir 
un debate franco entre los funcionarios, sino que al contrario, es un rezago de la cultura 
del secreto. 
En suma, el privilegio deliberativo no provino de la primera ley de acceso a la 
información pública de Suecia, sino de la segunda, que fue la de Estados Unidos. El 
argumento de que la entrega de la información frenaba el debate franco y abierto entre 
funcionarios, se comenzó a propagar en jurisprudencia, años antes. El argumento fue 
proporcionado por un Presidente que había sido un general de las Fuerzas Armadas, con 
lo cual está excepción tiene un tinte de la cultura militar.  
4.3. Autores a favor del privilegio deliberativo 
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Revisando algunos autores más contemporáneos, entendemos que la razón de que el 
conocimiento de esta información pueda impedir un debate sincero entre los funcionarios 
es que se temen las reacciones públicas instintivas, el mal manejo de esta información por 
los medios de comunicación, la actuación de la oposición para aprovechar alguna 
propuesta particular para desacreditar a los políticos y responsabilizarlos (Lebovic 2018: 
26). Así, se hace presente la figura de la oposición que sería un sujeto individual o 
colectivo que actúa y destina recursos a impedir las transformaciones en política pública 
(Dente y Subirats 2014: 153). En ese sentido, se tiene una mala perspectiva de la 
ciudadanía y algunos grupos de interés, y de cómo estos podrían actuar al tener la 
información que abarca el privilegio deliberativo. Entonces, vemos que esta excepción sí 
contribuiría a la eficacia, pues impediría que estos grupos desacrediten las iniciativas de 
política pública que aún no son oficiales. 
De hecho esto va de la mano con lo que señala Michener. Este autor sostiene que el 
sistema político puede influir el rol de la transparencia, ya sea para apalancar los propios 
intereses o para monitorear las actividades de la administración pública. Lo primero 
ocurrirá en los sistemas denominados mayoritarios, en los cuales el gabinete ministerial 
es de un solo partido político, con lo cual los medios de comunicación y el partido político 
de oposición serán los que fiscalicen la actuación del ejecutivo a través de la 
transparencia. Cabe mencionar que la transparencia cumple un rol adversarial, dado que 
no se incluyen en la agenda política las preocupaciones del partido opositor, con lo cual 
la transparencia se vuelve un mecanismo para apalancar los propios intereses. Lo segundo 
–monitorear la actuación de las entidades públicas- ocurrirá en sistemas políticos de 
consenso, cuyos gabinetes ministeriales son de amplia base (que incluye a la oposición), 
y el ejecutivo se fiscaliza a sí mismo. Así, los medios de comunicación no son de 
confrontación y el partido de oposición está dentro del gobierno, con lo cual se han 
incluido sus intereses en la agenda política (Michener 2018: 270). Por ello, la oposición 
por parte de los medios de comunicación o grupos políticos, en los sistemas mayoritarios, 
influye en los efectos de la transparencia.  
Asimismo, como lo señala Pozen, las solicitudes de acceso a la información pueden ser 
aprovechadas por intereses comerciales, ya que el Estado posee información de las 
actividades de los entes reguladores, los competidores del mercado, clientes, formulación 
de políticas públicas relacionadas, entre otros, que pueden ser muy atractivos para estos 
solicitantes. Así, podría producirse la captura corporativa del Estado (Pozen 2017: 1117). 
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Con lo cual, el privilegio deliberativo impediría que se dé está captura, al impedir la 
influencia indebida en los procesos de toma de decisiones de las entidades públicas. Como 
lo afirma Muñoz, “este ámbito privado de discusión permite que el proceso de toma de 
decisiones se enmarque dentro de un contexto de libertad de las autoridades, eliminando 
las eventuales presiones de los interesados” (2014: 83). 
Asimismo, frente al argumento de Wetlaufer, de que no hay pruebas empíricas de que el 
privilegio deliberativo es necesario, existen dos pruebas. La primera prueba es que al  
iniciar las solicitudes de acceso a la información a las opiniones jurídicas que el 
Departamento de Justicia de los Estados Unidos emite en respuesta a las consultas 
planteadas por las diferentes entidades del Estado, las entidades dejaron de solicitar estas 
opiniones (Pozen 2017: 1127). Entonces, se verifica el argumento de que la divulgación 
de estos consejos u opiniones frena el debate abierto entre los funcionarios públicos, y 
así, disminuye la calidad de las decisiones públicas.  
Una segunda prueba empírica es el resultado de la evaluación de la Government in the 
Sunshine Act. Esta ley estadounidense promueve la transparencia en las reuniones en las 
que participan varias entidades del Estado. La reunión debe ser anunciada con 7 días de 
anticipación para que puedan acudir los ciudadanos u organizaciones interesadas. La 
Conferencia Administrativa de los Estados Unidos, una oficina encargada de convocar 
expertos tanto del sector público como del privado para recomendar mejoras en los 
procedimientos administrativos y otros procesos, notó que sería mucho más eficiente si 
las reuniones fueran en privado, y después de estas se realizará un resumen 
pormenorizado de todo lo tratado, así, no es muy eficiente la toma de decisiones en 
público (Administrative Conference of the United States 2014: 2). De este modo, la 
excesiva transparencia mella la eficacia en la toma de decisiones de las entidades 
estatales. Con lo cual lejos de lo que concluía Wetlaufer, el privilegio deliberativo sí es 
propicio para la eficacia de la actuación de las entidades públicas. 
En resumen, si bien se temen las reacciones instintivas de la ciudadanía al tener la 
información protegida por el privilegio deliberativo, estas presunciones podrían ser 
acertadas en determinados sistemas políticos mayoritarios, en los cuales, los medios de 
comunicación y los partidos de oposición utilizaran la transparencia para apalancar sus 
intereses. Asimismo, se puede producir la captura corporativa del Estado en materia de 
acceso a la información, dado que el Estado tiene información muy atractiva sobre todo 
para el sector empresarial. En materia de elaboración de políticas públicas, ello podría 
17 
 
significar una influencia indebida es estos procesos. En adición a ello, la poca demanda 
de las opiniones al Departamento de Justicia de los Estados Unidos, así como la 
recomendación de la Conferencia Administrativa del mismo país, nos permiten concluir 
que el privilegio deliberativo resulta favoreciendo la eficacia de la administración pública. 
5. Políticas Públicas: etapa de definición del problema público. 
Una política pública  es un proceso compuesto por las etapas orientadas a tomar una 
decisión relacionada con la priorización de agendas socialmente relevantes, y que genera 
valor público (Constantino s/f: 2). Sobre la generación de valor público, este se da cuando 
la misma ciudadanía reconoce que la actuación del Estado ha respondido a sus 
necesidades (Moreno 2009: 8). Por su parte, Dunn define las políticas públicas como “un 
conjunto de decisiones y actividades que están ligadas a la solución de un problema 
colectivo, esto es, ´cualquier insatisfacción relativa a una necesidad, una demanda o una 
oportunidad de intervención pública´ (citado en Dente y Subirats 2014: 41). Esta 
definición, según Subirats, es particularmente útil pues no incluye como único actor al 
Estado, que, de hecho sí participa, pero se tiene en consideración también “actores 
sociales, expertos, grupos de interés, personalidades individuales, en el entorno de esa 
problemática” (Dente y Subirats 2014: 42). De la misma forma, tampoco se considera el 
concepto de coherencia, con lo cual se pueden considerar actores de oposición como parte 
del estudio de la política pública. Asimismo, considera como un factor relevante “la 
existencia de un problema colectivo cuyos contornos son objeto, inevitablemente, de la 
interpretación que haga de los mismos el analista. Un analista obligado, obviamente, a 
considerar qué piensan los actores y cómo éstos definen el problema” (Dente y Subirats 
2014: 41). Con lo cual, para la definición de política pública es necesario la identificación 
de un problema público desde la perspectiva de los diversos actores intervinientes. 
Algunas características de las políticas públicas contemporáneas son que se ha ampliado 
la red decisional tanto a nivel vertical (gobiernos subnacionales) como horizontal 
(autoridades administrativas independientes, ONGs, organismos de cooperación 
internacional, organizaciones de la sociedad civil, entre otros), que hay incertidumbre en 
los resultados de las políticas públicas por las transformaciones aceleradas por la 
globalización, y un aumento de los conflictos entre grupos sociales (Dente y Subirats 
2014: 49).  
Sobre el proceso de formulación, hay varias posturas de las fases que comprende. Por 
ejemplo, de acuerdo a la Guía Nacional de Políticas Públicas de CEPLAN, este proceso 
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está conformado por las etapas de diseño, formulación, implementación, seguimiento y 
evaluación (Centro Nacional de Planeamiento Estratégico 2018: 27). Dentro de la etapa 
de diseño se encuentra la delimitación del problema público. Para Blanco, el proceso de 
formulación de políticas públicas está compuesto por las siguientes etapas: definición del 
problema público, formación de la agenda, formulación, toma de decisiones, 
implementación y evaluación (Blanco 2020). Para Bardach, los pasos en la formulación 
de políticas públicas son: definición del problema, obtención de la información, 
construcción de alternativas, selección de criterios, proyección de resultados, 
confrontación de costos, toma de decisiones (Bardach 2001: 14). Todas estas diferentes 
conceptualizaciones del proceso de formulación de políticas públicas implican siempre 
una fase de definición del problema público.  
Se entiende por definición del problema público “al proceso mediante el cual una 
cuestión, oportunidad o tendencia, ya aprobada y colocada en la agenda de política 
pública, es estudiada, explorada, organizada y posiblemente cuantificada por los 
interesados, quienes no raramente actúan en el marco de una definición de autoridad, 
aceptable provisionalmente en términos de sus probables causas, componentes y 
consecuencias” (citado en Montecinos 2007: 328). El hecho de que la cuestión, 
oportunidad o tendencia ya haya sido colocada en la agenda de política pública significa 
que el Estado ya decidió realizar una propuesta con respecto a ella. En esta definición 
vemos que es necesaria la recolección de información para poder cuantificar la 
problemática y definir sus causas, componentes y consecuencias. Un aspecto discutible 
es que la definición del problema público sea de autoridad, sin considerar la participación 
de demás actores. Hay un doble desafío al momento de definir la problemática pública: 
i) que sea una definición de consenso en lo posible, para lo cual se deben convocar 
múltiples actores y tener un carácter exógeno; ii) que sea una definición operativa que 
permita una intervención pública viable (citado en Montecinos 2007: 329). 
La definición del problema público es importante porque fundamenta el desarrollo de 
toda la propuesta y aporta un sentido de dirección para obtener evidencia e información 
(Bardach 2001: 17). Sin embargo, a veces se cae en la patología de enfocarse más en la 
solución y no en el problema, es decir, predomina la “receta”, por sobre la “enfermedad” 
que se quiere curar (Montecinos 2007: 327). Ello conlleva muchas veces a soluciones 
ineficientes. Lo adecuado es primero traducir el asunto a un problema tratable, para 
después formular una solución factible (Montecinos 2007: 328). Con lo cual no es óptimo 
buscar una alternativa de solución, sin haber definido precisamente la problemática a 
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tratar. En ese sentido, “si un problema se encuentra mal definido, mal planteado y mal 
estructurado, las soluciones que se adopten o los caminos por los cuales se opte van a 
impulsar medidas correctivas que resultarán peor que la enfermedad; serán ´soluciones 
en busca de problemas´. Por ello, los problemas públicos deben ser definidos, planteados 
y estructurados de manera que sean social y gubernamentalmente abordables” (citado por 
Montecinos 2007: 329). Cabe notar que no solo hay una viabilidad gubernamental, de 
acuerdo a los recursos con los que se dispone, sino también una viabilidad social, que 
depende del consenso por parte de los grupos de interés, así como de la legitimidad de la 
medida. Así, los problemas bien estructurados tienen características precisas, bien 
formuladas, permiten reconocer una fase inicial, intermedia y final del problema, así 
como contar con un criterio preciso para comprobar la solución (Aguilar 1993: 60).  
La misma definición del problema puede tener aspectos problemáticos como: i) la 
suboptimización, que implica ver el problema menor y perder de vista el mayor, ante ello 
se recomienda tener conocimiento teórico y práctico del tema; ii) que el analista sea dueño 
del problema, se recomienda evaluar el sentimiento ciudadano ante la situación 
problemática; iii) se debe desempacar una buena definición del problema público del 
paquete de cuestiones retóricas, para ello es necesario evaluar los componentes factuales 
o causales que conllevan ciertas definiciones del problema (citado en Montecinos 2007: 
330). Otro problema podría ser incluir una solución implícita en la definición del 
problema, ya que ello puede restringir la búsqueda de oportunidades de solución 
potenciales (Bardach 2001: 21). 
El problema, inicialmente, se presenta como un conjunto de “personajes, grupos de 
interés, demandas retóricas, presupuestos, mandatos legales e interpretaciones, rutinas 
burocráticas, actitudes ciudadanas, entre otros” (Bardach 2001: 15). Sin embargo, se debe 
pasar de esta situación inicial, que Nelson denomina “situación problemática” a una 
definición del problema público (citado en Montecinos 2007: 328). Si bien es cierto que 
los problemas no existen por sí mismos, sino que se construyen, y que por tanto, no son 
objetivos (Montecinos 2007: 327), se debe buscar una definición del problema público 
que produzca algún tipo de consenso, para lo cual será necesario cuantificar y realizar un 
diagnóstico de causas o factores de influencia. Así, “la definición del problema deberá 
incluir, en la medida de lo posible, una parte cuantitativa, es decir, se deberán incluir 
aspectos de magnitud. ¿Cuán grande es ´demasiado grande´? ¿Cuán pequeño es 
´demasiado pequeño´? ¿Qué significa ´demasiado lento´ o ´demasiado rápido´?” 
(Bardach 2001: 20). Por otro lado, el quedarse en la simple retórica de la problemática 
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puede conducir a plantear una hipótesis de causalidad que no es real, con lo cual es 
necesario realizar un trabajo de investigación científica para determinar causas reales, así 
como consecuencias (Bardarch 2001: 18). 
En ese sentido, hay un enfoque de políticas públicas basadas en evidencia, que “se 
presentan como una opción para mejorar la calidad de las decisiones políticas. Su 
incorporación en los procesos políticos democráticos implica un cambio significativo en 
la forma en que tradicionalmente, se han tomado decisiones, dejando de lado los 
prejuicios personales y las meras corazonadas, para posicionarse frente a los problemas 
de una manera mucho más estratégica e inteligente” (Chaverri y Arguedas 2020: 73). 
Plantea utilizar el conocimiento científico no solo en la definición del problema público, 
sino en todo el proceso de formulación de políticas públicas. Así, existen varios tipos de 
investigación y varía el alcance de la evidencia. Por ejemplo, una investigación 
exploratoria consiste en conocer las características generales del problema, sin ahondar 
en el estudio de una de ellas para tener un panorama general. La investigación descriptiva 
es más profunda que la exploratoria porque provee más detalles de las características 
específicas del problema público. Permite un diagnóstico más preciso. La investigación 
correlacional sirve para identificar factores de mayor importancia. No necesariamente una 
relación de causalidad. La investigación experimental sí estudia las hipótesis de 
causalidad para probarlas o descartarlas (Chaverri y Arguedas 2020: 56). Este tipo de 
investigaciones para analizar el problema público son necesarias para generar un 
diagnóstico que permita fijar los objetivos de la política y que estos vayan de acuerdo a 
necesidades reales (Chaverri y Arguedas 2020: 59). Todos estos tipos de investigación, 
asimismo, coadyuvan a cuantificar el problema como a diagnosticar sus causas. 
Tanto como para cuantificar el problema público como para realizar un diagnóstico de 
causas es necesario obtener información. Así, “la información es necesaria para tres 
propósitos  principales. El primero es evaluar la naturaleza y extensión de los problemas 
que se está tratando de definir. El segundo es evaluar las características particulares de la 
situación concreta de la política que se pretende estudiar… El tercer problema es evaluar 
las políticas que por lo menos algunas personas han pensado que funcionarían bien en 
situaciones aparentemente similares a la suya” (Bardach 2001: 26). En ese sentido, la 
obtención de información es una actividad que se realiza no solo en la definición del 
problema público, sino también en la elaboración de la alternativa de solución y demás 
fases de la formulación de la política pública. Asimismo, “el proceso de recopilación de 
información inevitablemente tiene además un propósito puramente analítico, uno político. 
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Algunas veces, es una buena estrategia incluir la opinión de críticos potenciales de un 
trabajo, a fin de evitar el argumento de que su perspectiva no fue considerada” (Bardach 
2001: 29). Con lo cual, la obtención de información puede contribuir a un consenso sobre 
la definición del problema público, y quizás a la legitimidad de la alternativa de solución. 
En ese sentido, debe evitarse un “excesivo carácter tecnorracional y endógeno o elitista”, 
es decir una mera definición de gabinete de la problemática, sin considerar la 
participación de la ciudadanía (Montecinos 2007: 324). Sobre el tecnoenfoque, pudo 
haber funcionado bien en una sociedad homogénea con valores similares. “Sin embargo, 
en un contexto de polarización social, de dominación elitista, de fuertes cacicazgos, de 
inestabilidad (política, social y democrática), como es América Latina, la posibilidad de 
un acercamiento técnico racional se hace más problemático” (Montecinos 2007: 331). El 
principal problema que presenta este enfoque en la definición del problema público es 
que la eficiencia técnica sea el único criterio a considerar, afectando la legitimidad 
(Montecinos 2007: 333). Ante ello, se propone que “la definición del problema y de la 
agenda se dé en un amplio contexto de agentes participantes, donde habría ganadores y 
perdedores, pero aun así, en el proceso de negociación, la solución final alcanzará un 
pareto óptimo, donde al menos algunos mejorarán sin que empeore ninguno” (Montecinos 
2007: 332). Como lo sostiene Subirats, “el proceso de policy making es una forma de 
investigación colectiva en nombre y por encargo de la sociedad»” (Dente y Subirats 2014: 
32), con lo cual, la misma definición del problema público también debe ser realizado en 
nombre de la sociedad. 
En suma, la definición de política pública que utilizaremos es aquella compuesta por un 
problema público construido por diversos actores, no solo por el Estado, incluso, los 
grupos de oposición. De hecho, las políticas públicas se caracterizan por la ampliación de 
la red de actores que influyen en la decisión, así como por el aumento de la conflictividad 
social. En cuanto a la definición del problema público se refiere, es necesario pasar de 
una “situación problemática” a una definición del problema público, para lo cual se debe 
cuantificar y diagnosticar causas o factores influyentes. Puede ser de utilidad el enfoque 
basado en evidencia, la cual busca introducir la investigación científica en el diagnóstico. 
Cabe mencionar que se debe evitar un enfoque tecnorracional en la definición del 
problema público, porque ello perjudica el poder hallar una mayor participación en la 
construcción de la problemática.  
6. Aplicación del privilegio deliberativo en la definición del problema público. 
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El fundamento del privilegio deliberativo es la eficacia de la administración pública en el 
diseño e implementación de la política pública. De acuerdo a pruebas empíricas se ha 
demostrado que la solicitud de estos consejos, recomendaciones y opiniones pueden 
inhibir a los funcionarios de requerir esta información. Ello puede producir decisiones de 
baja calidad. Asimismo, se temen las reacciones públicas instintivas con la información 
que se entregue, pudiendo frenar el desarrollo de la medida de política pública. De igual 
forma, en un contexto político de confrontación, se puede utilizar la transparencia para 
apalancar los propios intereses de la oposición. Por otro lado, la excesiva transparencia 
en el proceso de toma de decisiones puede presionar a los funcionarios para que tomen 
una u otra decisión. 
En el especial contexto de Perú, Anci estudió acerca de la opinión pública. Concluyó que 
“en diversos casos, la opinión pública en nuestro país ha demostrado ser influyente, no 
obstante, no en todos ha demostrado tener calidad. Ello debida a que, en la deliberación, 
se ha excluido la participación de las minorías” (Anci 2014: 37). Así, las decisiones de 
política pública pueden verse influenciadas por la excesiva transparencia, al verse 
presionadas por la opinión pública. De igual forma, como lo anota Pease, comentando 
acerca de la forma de hacer política en Perú: “esta tradición inunda la escena y contagia 
a periodistas e intelectuales que sólo se hacen notar si polarizan los calificativos antes que 
hacer un análisis razonable. Esto se grafica en el juego más asentado en la política de 
coyuntura: quien ganó las elecciones y debe gobernar tiene que ser sometido al “palo 
encebado”. Todos contra él, hasta tirarlo abajo” (Pease 2004: 2). Con lo cual, nuestro 
escenario político es de confrontación y el uso de la transparencia puede ser para obtener 
los propios intereses de la oposición o intereses comerciales. Inclusive con lo ocurrido en 
los últimos meses y años, como el cierre del Congreso y la vacancia presidencial, se 
evidencia que nos encontramos en un contexto político muy accidentado. Con lo cual, el 
privilegio deliberativo se hace necesario.  
Como lo habíamos mencionado, una buena práctica, de acuerdo a la Ley Modelo 
Interamericana de Acceso a la Información Pública es la posibilidad de entregar 
información neutral, la cual no está dentro del ámbito de aplicación del privilegio 
deliberativo. Ello se entiende en la medida en que esta información neutral no tiene algún 
posible curso de acción que pueda causar la oposición por parte de algún actor político. 
Es por ello que, por el contrario se protegen los consejos, opiniones y recomendaciones, 
en tanto estos contengan posibles cursos de acción que puedan generar alguna oposición 
a la decisión que se pretende tomar.  
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En la definición del problema público, se recopila información de la realidad para 
entender el problema en cuestión. Dicha información no contiene el posible curso de 
acción del Estado, con lo cual esta información es de acceso público en cualquier 
momento del proceso de formación de la política pública. Inclusive, no es adecuada una 
definición de problema público que incluya implícitamente la alternativa de solución, 
dado que se limitan otras posibles soluciones (Bardach 2001: 21). Así, una adecuada 
definición incluye una cuantificación de la problemática y una investigación de causas, 
consecuencias y factores que influyen en la problemática, pero no la alternativa de 
solución. Utilizando el enfoque basado en evidencia se podrá obtener información, a 
través de los distintos tipos de investigación, acerca del problema público que se pretende 
resolver. Esta información es asimilable a la información neutral contenida en la buena 
práctica de la Ley Modelo Interamericana de Acceso a la Información: hechos, análisis 
de hechos, información técnica y estadística, que sería de acceso público. De esta forma 
se concretaría la aplicación del privilegio deliberativo en la definición del problema 
público. 
7. Conclusiones 
1) El derecho de acceso a la información pública es la concretización de la faceta pasiva 
del principio de transparencia. No es un derecho absoluto sino que admite 
determinadas excepciones. 
2) Para realizar una denegatoria de acceso a la información pública se debe realizar una 
motivación cualificada en la que se debe mencionar bajo qué excepción se está 
realizando dicha denegatoria, se debe mencionar como se afecta el bien jurídico que 
se pretende proteger en el caso en concreto y debe probarse que el daño que se 
produce con la entrega es mayor, al que se produce denegando la información.  
3) El privilegio deliberativo se halla en diversos ordenamientos jurídicos. Sus dos 
principales componentes son: i) una decisión de política pública que se pretende 
adoptar, y ii) consejos, opiniones y recomendaciones que forman parte del proceso 
deliberativo de la decisión.  
4) El fundamento del privilegio deliberativo es el principio de eficacia, que significa el 
cumplimiento de los objetivos propuestos por la administración pública. Y es que la 
entrega de esta información podría inhibir el consejo franco y completo entre 
funcionarios públicos, así como generar una oposición prematura a la medida que se 
pretende adoptar.  
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5) En el desarrollo histórico, la primera ley de acceso a la información, fue la de Suecia. 
En esta no se menciona el privilegio deliberativo. En la segunda ley, que fue la 
estadounidense, sí se menciona. Aunque el surgimiento histórico es criticado, por 
considerarse un artefacto cultural con influencia militar, después se mostraron 
pruebas empíricas de que sí se inhibe el debate franco y completo de los funcionarios, 
así como que el exceso de transparencia permitiría una influencia indebida en las 
decisiones que se pretenden adoptar. En adición a ello, se sostiene que en un 
escenario político de confrontación, se utiliza la transparencia como una palanca para 
los propios intereses de los opositores o de los intereses comerciales. 
6) Acerca del problema público, este se debe abordar cuantificando y realizando un 
diagnóstico de causas, componentes, consecuencias y factores influyentes para que 
no sean “soluciones en busca de problemas”. Se puede echar mano del enfoque 
basado en evidencia, que pretende utilizar diferentes tipos de investigaciones 
científicas para realizar una definición adecuada del problema público. Sin embargo, 
no es adecuado solo realizar una definición de gabinete del problema público, porque 
se deben considerar los diversos actores interesados en la definición de la  
problemática, y evitar el excesivo carácter tecnorracional. 
7) De acuerdo al contexto político de nuestro país, el privilegio deliberativo es necesario 
para evitar que la transparencia sea utilizada como palanca para impulsar los intereses 
de la oposición. Sin embargo, en la definición del problema público, es aplicable la 
buena práctica de la entrega de información neutral, ya que esta no contiene ningún 
curso de acción por parte del gobierno y no puede causar un revuelo por parte de la 
oposición frente a la medida que se piensa tomar. Con lo cual, la entrega de la 
información neutral de la definición del problema público es posible para elevar los 
niveles de transparencia, y esta se puede efectuar en cualquier fase de la formulación 
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